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RESUMEN 

 

El sistema penitenciario se edifica sobre criterios constitucionales y de política 

criminal dotado de nobles intenciones, tanto en el ámbito jurídico como social, 

lo que se puede evidenciar cuando el sistema propende por la búsqueda 

constante de la resocialización del infractor de la ley penal; de igual manera, 

se conoce ampliamente que en la actualidad el ámbito penitenciario refleja una 

cierta variedad de problemáticas desde diferentes ámbitos, como puede ser el 

recurrente hacinamiento o el olvido estatal, sin embargo, aquello puede 

responder a situaciones de corte administrativo o de gestión.  

 

El presente análisis estriba sobre el denominado Régimen Disciplinario para 

Internos, el cual se centra en sancionar las faltas que cometen los reclusos, 

para lo cual se realizará un ejercicio analítico en cuanto a sus elementos 

estructurales, criterios de constitucionalidad y garantía del debido proceso, 

como también su real desarrollo jurídico en el ámbito sancionatorio hacia los 

reclusos en Colombia. 
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ABSTRACT 

 

The penitentiary system is built on constitutional and criminal policy criteria 

endowed with noble intentions, both in the legal and social fields, which can be 

evidenced when the system tends towards the constant search for the 

resocialization of the criminal law offender; Similarly, it is widely known that the 

prison environment currently reflects a certain variety of problems from different 

spheres, such as recurrent overcrowding or state neglect, however, this may 

respond to administrative or management situations. 

 

The present analysis is based on the so-called Disciplinary Regime for 

Inmates, which focuses on punishing the offenses committed by inmates, for 

which an analytical exercise will be carried out in terms of its structural 

elements, constitutionality criteria and guarantee of due process, such as also 

its real legal development in the sanctioning field towards inmates in Colombia. 

 

Keywords  
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INTRODUCCIÓN 

 

Los asuntos carcelarios y penitenciarios en Colombia irradian constantemente 

aspectos a mejorar, situaciones que apuntan a la existencia de un problema 

estructural que permea todo el sistema; se pueden comentar escenarios como 

el hacinamiento en las cárceles o el abandono estatal, también las precarias 

medidas de salubridad, situaciones complejas que se presentan en las 

cárceles y que vislumbran, en gran medida, un profundo abandono por parte 

del Estado hacia esta población recluida. 
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Con respecto a lo anterior, se menciona que estas situaciones “han motivado 

a algún sector de la doctrina penitenciaria nacional por considerarla como el 

lugar en el que, por antonomasia, se violan cotidianamente los derechos 

humanos, convirtiéndose su disfrute, en un lejano anhelo más que una 

realidad” (Palacios-Guastar, 2016, p. 260), desplantes en materia de garantía 

de derechos humanos que incluso podrían trascender a un ámbito diferente 

de los ya referenciados y conocidos, esto es, al aspecto netamente normativo 

y relacionado al régimen disciplinario aplicable a los internos, sobre el cual se 

presenta un limitado desarrollo, que inicialmente se puede concebir como una 

simple falta de claridad y de técnica a la hora de legislar o de expedir la 

normativa aplicable, pero que posteriormente, en la práctica, genera fuertes 

escenarios de vulneración a los derechos fundamentales, como lo es al debido 

proceso. 

 

La normativa que se aplica o que dio origen al Régimen Disciplinario para 

Internos se basa en la Ley 65 de 1993, conocida como el Código Penitenciario 

y Carcelario, modificado por la Ley 1709 de 2014, norma que dispuso la 

formulación de un Reglamento General en materia penitenciaria, le 

encomendó la tarea de expedir este reglamento al Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario (INPEC) con concepto favorable del Ministerio de 

Justicia y del Derecho, entidades relacionadas estrechamente a la función 

administrativa. 

 

En este sentido, se concibe el sistema anteriormente mencionado sobre unas 

pautas normativas simples, que ingresan a regular una gran variedad de 

situaciones que se pueden presentar dentro de un recinto penitenciario, y a su 

vez se crea el régimen disciplinario carcelario. En todo caso, al existir un 

modelo sancionatorio, en cierta medida desconocido, es pertinente valorar su 

aplicabilidad, puesto que se crea una función de apreciar conductas para 

posteriormente aplicar sanciones, tipo de contextos que merecen un grado 

adicional de análisis frente al cumplimiento del debido proceso. 
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De esta manera, resulta interesante estimar el real desarrollo del debido 

proceso en el marco de las actuaciones sancionatorias y disciplinarias en el 

régimen penitenciario, debido a que sus resultados pueden implicar 

consecuencias ampliamente relevantes para la vida de los internos. El 

presente análisis nace y se inspira a raíz de la percepción y las opiniones de 

los mismos funcionarios frente a la manera en que se desarrolla el proceso 

disciplinario y sancionatorio en las cárceles (precisamente el personal del 

recinto penitenciario de la ciudad de Pereira, Risaralda, Colombia), quienes 

estiman que este procedimiento presenta una cierta variedad de falencias. 

 

Así las cosas, se trata de una temática que no es de poca monta y que 

requiere, se reitera, de una mirada mucho más rigurosa frente al cumplimiento 

de los estándares constitucionales y convencionales, partiendo principalmente 

de la garantía al debido proceso, que se configura como un elemento 

fundamental para llevar a cabo cualquier tipo de actuación sancionatoria; se 

trata de “una garantía procesal que debe estar presente en toda clase de 

procesos, no sólo en aquellos de orden penal, sino de tipo civil, administrativo 

o de cualquier otro” (Rodríguez R., 1998, p. 2). 

 

1. ESQUEMA NORMATIVO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PARA 

INTERNOS 

 

La prisión en el sistema penal se estructura como la principal y más efectiva 

medida para llevar a cabo un proceso de resocialización, y cumplir con el 

correcto sometimiento a la justicia y al derecho por parte de los infractores de 

la norma, se trata del mecanismo ideal para sancionar los delitos, ya que es 

en la prisión donde las personas se desenvuelven para llevar a cabo una 

correcta resocialización, por tal motivo es conveniente definir con claridad 

ciertas pautas para asegurar un orden dentro de los recintos carcelarios, 

debido a que la pena de prisión se encarga de limitar en gran medida el 
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derecho fundamental a la libertad, que es considerado el más uniforme, 

universal y constante, como lo indicia Foucault (2002), quien expone: 

 

¿Cómo podría dejar de ser la prisión la pena por excelencia en una 

sociedad en que la libertad es un bien que pertenece a todos de la 

misma manera y al cual está apegado cada uno por un sentimiento 

“universal y constante”? Su pérdida tiene, pues, el mismo precio 

para todos; mejor que la multa, la prisión es el castigo “igualitario” 

(p. 212). 

 

El Estado, motivado por asegurar un orden y una estabilidad dentro de las 

cárceles, expide normas que tienen la virtualidad de seguir sometiendo a los 

reclusos, controlar sus acciones y asegurar el orden, y esto lo lleva a cabo 

creando un Régimen Disciplinario que valora las conductas reprochables e 

impone sanciones sobre ellas. En el Estado colombiano se concibe este 

sistema con la Ley 65 de 1993, modificada por la Ley 1709 de 2014, iniciando 

con el artículo 116, el cual menciona la creación de un reglamento disciplinario 

para los internos. 

 

Previo al análisis de la normatividad interna en materia penitenciaria, 

específicamente en lo que tiene que ver con sanciones, debe tenerse en 

cuenta que existen instrumentos internacionales cuyo fin es garantizar la 

protección de los derechos humanos de las personas, los cuales no deben 

dejarse de lado, pues la garantía de estos derechos se hace aún más 

necesario cuando se trata de personas que se encuentran privadas de la 

libertad, ya que el hecho de que se encuentren recluidas en un establecimiento 

carcelario implica que tienen limitados ciertos derechos, por lo que debe 

tenerse especial cuidado al momento de aplicar procedimientos que tengan 

como fin sancionarlos, con el propósito de evitar que se les cause un agravio 

injustificado. 
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De manera general, en el plano internacional se encuentran instrumentos 

internacionales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

(1948), la cual establece en su Artículo Primero que “Todos los seres humanos 

nacen libres e iguales en dignidad y derechos (…)”, disposición que resalta la 

importancia de la igualdad y dignidad de las personas sin importar las 

circunstancias, y que crea una serie de obligaciones para los Estados parte 

consistentes en la garantía de estos principios a sus asociados. 

 

Otro articulado internacional vinculante para el Estado es la Convención 

Americana de Derechos Humanos, promulgada en 1969 y ratificada por 

Colombia el 28 de mayo de 1973, que particularmente en su Artículo Octavo, 

se refiere a las garantías judiciales que debe tener toda persona que esté 

siendo acusada dentro de un proceso, siendo este un precepto internacional 

cuyo objeto consiste en la protección del debido proceso, el cual es de 

obligatorio cumplimiento para todas las instituciones del Estado colombiano, 

incluido el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), que en sus 

procesos disciplinarios sancionatorios debe seguir las reglas que informan 

este derecho fundamental. 

 

Se puede evidenciar que en el panorama internacional existen diferentes 

normas que buscan la protección de los derechos humanos en general, y que 

para el asunto en concreto se deben seguir garantizando, Ahora, de manera 

específica se tienen los criterios planteados en las Reglas Mínimas para el 

Tratamiento de Reclusos (Reglas Nelson Mandela), precepto normativo 

internacional concebido por las Naciones Unidas (2015), el cual se centra en 

mostrar o indicar ciertos discernimientos a la hora de analizar los derechos de 

los reclusos. 

 

Sobre esta normativa Cardona R. & Pardo S. (2020) mencionan: 
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“Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos”. Cabe 

mencionar que la finalidad es proteger a los reclusos de los malos 

tratos y que puedan conservar la dignidad humana, buscando 

además que los Estados parte de las Naciones Unidas, puedan 

adoptar en los sistemas penitenciarios unos principios y normas 

mínimas, que contengan por lo menos un mínimo procedimiento 

sancionador y disciplinario, que propendan por la garantía del 

derecho a la defensa del interno (p. 11) 

 

En el marco de la normatividad interna, la Constitución de Colombia de 1991, 

en su artículo 1°, establece que Colombia es un Estado social de derecho, 

fundado en el respeto de la dignidad humana, siendo este un valor, un principio 

y un derecho fundamental sobre el cual debe edificarse toda la estructura 

institucional del Estado.  

 

Cuando se analiza la situación de las personas que se encuentran recluidas 

en establecimientos penitenciarios, se tiene que su dignidad humana se halla 

en riesgo, pues se encuentran sometidos a un régimen que limita y/o suspende 

algunos de sus derechos fundamentales, motivo por el que instituciones como 

el INPEC deben evitar la imposición de medidas que afecten de manera 

injustificada otros derechos fundamentales, toda decisión que tenga como 

consecuencia limitar aún más los derechos de los reclusos, debe atender a un 

juicio previo de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad. 

 

Del mismo modo, el artículo 13 de la Constitución de Colombia de 1991 

establece que “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán 

la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 

derechos, libertades y oportunidades (...)”, disposición que implica un deber 

para todas las instituciones del Estado consistente en la garantía de igualdad 

en materia de derechos a todas las personas. En el caso de los reclusos, 

resulta necesario limitar o suspender algunos derechos al momento de 
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ingresarlos a un establecimiento carcelario con el fin de generar una 

resocialización, sin que esto implique que tengan menos derechos que las 

demás personas. 

 

En materia de debido proceso la Carta de1991 establece, en su artículo 29, 

que este derecho fundamental tiene un ámbito de aplicación que trasciende a 

las actuaciones judiciales y administrativas. Los funcionarios que intervienen 

en los procesos disciplinarios dentro de los establecimientos penitenciarios, 

que tienen como fin imponer una sanción a un recluso, deben garantizar que 

habrá una garantía integral del debido proceso, pues este constituye un 

derecho fundamental de toda persona. 

 

Cuando se trata de ampliar las garantías contenidas en su texto los artículo 93 

y 94 de la Constitución de 1991 buscan integrar al ordenamiento jurídico 

interno los tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos 

ratificados por Colombia, sin que el reconocimiento de los derechos se limite 

únicamente a aquellos que se encuentran enunciados en la Carta y los 

convenios, pues se reconoce la existencia de derechos inherentes a la 

persona, sin la necesidad de que los mismos se encuentren codificados en 

algún instrumento. 

 

Es fundamental tener en consideración la existencia de aquellas disposiciones 

internacionales y constitucionales, ya que las mismas son de obligatorio 

cumplimiento y deben respetarse al momento de elaborar o interpretar una 

norma, en especial cuando se trata de procedimientos cuyo fin es la imposición 

de una sanción a una persona que se encuentra privada de la libertad. 

 

Sobre lo anterior menciona la Corte Constitucional (1998):  

 

(…) en cumplimiento de su facultad sancionadora, las autoridades 

carcelarias deben respetar ciertas limitaciones. La aplicación de 
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cualquier clase de sanción no puede ser arbitraria, ni desconsiderar 

garantías mínimas protegidas por la Constitución (Sentencia C-

184). 

 

Ahora bien, en lo que tiene que ver con la normatividad de rango legal, se tiene 

que la Ley 65 de 1993, “Por la cual se expide el Código Penitenciario y 

Carcelario”, se ocupa de definir el procedimiento sancionatorio de los reclusos, 

iniciando desde el artículo 116, en el cual se define que el reglamento 

disciplinario sería expedido por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

(INPEC) con concepto favorable del Ministerio de Justicia y del Derecho, y que 

el mismo debe contener normas que respeten el debido proceso. En lo 

sucesivo, se ocupa de definir el principio de legalidad al que deben sujetarse 

las sanciones, el cual prohíbe que los internos sean sancionados por una 

conducta que no se encuentre previamente definida en el código o en el 

reglamento. 

 

Posteriormente se refiere al Consejo de Disciplina, que es uno de los órganos 

que puede imponer sanciones junto con el director del establecimiento 

carcelario, estando también facultado para conocer del recurso de apelación 

interpuesto contra las decisiones del director del centro de reclusión. Contra 

las decisiones que imponen una sanción procede el recurso de reposición, en 

subsidio de apelación, ante el Consejo de Disciplina (arts. 117 y 118). En los 

artículos 119 y 120 se establece lo relativo al sometimiento a las reglas por 

parte de los reclusos, y el deber que los mismos tienen con respecto a los 

funcionarios. 

 

El artículo 121 se ocupa de enunciar las faltas, para lo cual determina dos 

clases: leves y graves, las cuales suman en total 45 y están diseñadas bajo 

las premisas de que el interno no atente contra su integridad, tampoco realice 

actos que pongan en riesgo al resto de sus compañeros, a los guardianes o la 

seguridad del establecimiento carcelario. También conducen a que el interno 
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respete la institucionalidad y durante su estadía acate las órdenes impartidas 

cabalmente, a fin de garantizar una convivencia armónica, pacífica, y en 

general busca la prevalencia del orden, la disciplina y la organización interna. 

 

En cuanto a las sanciones, los artículos 122 y 124 se encargan de clasificarlas 

de acuerdo con el tipo de falta en la que incurre el recluso, y determina los 

motivos por los que se aplican las mismas, siendo estos principalmente 

encauzar y corregir la conducta del infractor. Al momento de calificar la falta 

para definir a qué tipo de sanción le es aplicable, deben tenerse en cuenta 

criterios como “circunstancias que la agraven o atenúen, las relativas a la 

modalidad del hecho, el daño producido, el grado del estado anímico del 

interno, su buena conducta anterior en el establecimiento, su respeto por el 

orden y la disciplina dentro del mismo” (art. 127). 

 

En lo que tiene que ver con la competencia para imponer las sanciones, el 

artículo 131 determina que, en el caso de las faltas leves, conocerá el director 

del centro de reclusión, y en caso de las faltas graves la competencia le 

corresponde al Consejo de Disciplina. Seguidamente se definen temas de 

carácter adjetivo, específicamente en lo que tiene que ver con el funcionario 

que se encarga de la investigación, también los términos para practicar 

pruebas, para decidir e interponer recurso en contra de la decisión. 

 

Como ya se mencionó, el artículo 116 de la Ley 65 de 1993 estableció que el 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) sería el encargado de 

expedir el reglamento disciplinario para internos. En ejercicio de tal atribución 

legal, el INPEC expidió la Resolución 006349 de 2016, “Por la cual se expide 

el Reglamento General de los Establecimientos de Reclusión del Orden 

Nacional-ERON a cargo del INPEC”, que establece el Régimen Disciplinario 

para las Personas Privadas de la Libertad en un capítulo único denominado 

“Disciplina, sanciones y medios de coerción”, que abarca desde el artículo 148 

al 156, y establece que el régimen de disciplina y sanciones aplicable a las 
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personas privadas de la libertad es el estipulado en los artículos 116 y 

siguientes de la Ley 65 de 1993, modificada por la Ley 1709 de 2014 y demás 

reglamentaciones vigentes que expida el Director General del INPEC. 

 

Un aporte importante de la resolución es el avance progresista por el 

reconocimiento de un grupo poblacional diferente, como lo es la comunidad 

LGTBI, la cual no puede ser discriminada por ningún motivo al momento de 

crear, interpretar o aplicar una norma, pues se les deberá garantizar una 

igualdad de condiciones en la aplicación de cualquier procedimiento.  

 

La Ley 65 de 1993 y la Resolución 006349 de 2016 tienen como fin establecer 

unas reglas de juego aplicables a las personas recluidas en establecimientos 

penitenciarios como consecuencia de haber incurrido en una conducta 

reprochable por la ley penal. El propósito de estas medidas es la 

resocialización de los infractores, por lo que las reglas al interior de los 

establecimientos son esenciales al momento de mantener el orden y crear en 

los reclusos ciertos hábitos que los lleven a ser disciplinados, y evitar que 

reincidan en malas conductas, pero esto no implica que las reglas puedan 

aplicarse de tal manera que limiten los derechos fundamentales de las 

personas privadas de la libertad, pues, como se evidencia en el desarrollo de 

las líneas precedentes, existen instrumentos internacionales y nacionales que 

protegen estos derechos. 

 

Con respecto a lo anterior, la Honorable Corte Constitucional (2017) ha 

manifestado: 

 

El orden penitenciario se enmarca dentro del criterio de la 

resocialización, y para ello es necesaria, la disciplina, entendida 

como la orientación reglada hacia un fin racional, a través de medios 

que garanticen la realización ética de la persona. La disciplina, 

pues, no es fin en sí mismo, sino una vía necesaria para la 
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convivencia humana elevada a los más altos grados de civilización. 

Ella no anula la libertad, sino que la encauza hacia la perfectibilidad 

racional. Se trata entonces, de un proceso de formación del 

carácter, que tiende a la expresión humanista y humanitaria en 

sentido armónico (Sentencia T-720). 

 

La normatividad en materia disciplinaria y sancionatoria dentro de los 

establecimientos penitenciarios no es muy abundante ni detallada, no 

obstante, esta puede complementarse con otras disposiciones de orden 

internacional y constitucional en materia de derechos y garantías. Existe la 

necesidad de elaborar una norma adjetiva en materia sancionatoria en la que 

se brinde una mayor participación al interno dentro de los procesos que se 

inicien para sancionarlo, en el que se le garantice un papel activo en su 

defensa, ya sea en su nombre o través de un apoderado que le brinde una 

defensa técnica. 

 

2. ALCANCE DEL DEBIDO PROCESO EN LAS ACTUACIONES 

PÚBLICAS, PRINCIPALMENTE EN LOS ASUNTOS DISCIPLINARIOS Y 

SANCIONATORIOS EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS  

 

Si bien los infractores de la ley penal deben asumir las consecuencias jurídicas 

que la ley establece, dentro de las cuales se encuentra la prisión en 

establecimiento intramural, que limita varios de sus derechos humanos, en 

especial el de la libertad, estos no pierden la calidad de personas y deben 

seguir siendo tratados como tal.  

 

Los funcionarios que integran la estructura del sistema penitenciario y 

carcelario deben hacer lo posible por no afectar más derechos fundamentales 

de forma injustificada, ya que el mero ingreso de estas personas a un 

establecimiento carcelario ya implica, per se, una limitación de varios 

derechos. 
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Al respecto, la máxima intérprete y guardiana de la Constitución de 1991 

(Corte Constitucional, 1992), manifestó: 

 

La cárcel no es un sitio ajeno al derecho. Las personas recluidas en 

un establecimiento penitenciario no han sido eliminadas de la 

sociedad. La relación especial de sometimiento que mantienen con 

el Estado no les quita su calidad de sujetos activos de derechos 

(Sentencia T-596). 

 

Del mismo modo, todo desarrollo normativo debe basarse o edificarse sobre 

postulados superiores, como lo es, en este ordenamiento, la Constitución de 

1991, desde la cual se desprenden los criterios que entran a regir y dirigir 

cualquier tipo de actuación estatal. 

 

Ahora, con relación a los escenarios donde se activan modelos sancionatorios, 

con mayor razón se deberán aplicar criterios garantistas, por el hecho de que 

estos mecanismos ejecutan medidas que tienden a limitar y suspender 

derechos, en este caso, al empleo de sanciones disciplinarias a los recluidos 

en las entidades carcelarias, sobre lo cual hay que recordar el carácter 

prevalente de los derechos de las personas, aunque se encuentren privadas 

de la libertad.  

 

En su jurisprudencia, la Corte Constitucional (1998) ha expresado de manera 

reiterada que, si bien algunos derechos fundamentales de los reclusos son 

suspendidos o restringidos desde el momento en que estos son sometidos a 

la detención preventiva, o son condenados mediante sentencia, muchos otros 

derechos se conservan intactos y deben ser respetados íntegramente por las 

autoridades públicas que se encuentran a cargo de los presos. 
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Sobre este enfoque se centra el desarrollo de ciertos derechos que se 

consideran como prevalentes, incluso en situaciones de reclusión carcelaria, 

uno de ellos es el derecho fundamental al debido proceso, que en todo caso 

debe ser garantizado a plenitud por parte del Estado hacia sus administrados 

en condición de reclusión en los establecimientos carcelarios; este derecho se 

contempla en el artículo 29 constitucional, y goza de un amplio desarrollo 

normativo y jurisprudencial debido a que se encuentra dotado de un extenso 

rango que abarca “todas las actuaciones del Estado”. 

 

Sobre este carácter del derecho ha indicado la Corte Constitucional (2021) de 

manera reiterada: 

 

El contenido material del derecho al debido proceso está compuesto 

por garantías esenciales que deben tener todos los ciudadanos que 

intervienen en un proceso judicial. Al respecto, la Sala resalta que 

la Constitución extendió dichos postulados a las actuaciones 

administrativas. Lo anterior, con el fin de asegurar la protección del 

interés general y el respeto por los derechos y principios ligados al 

ejercicio de la función pública. De este modo, muchos de los 

elementos que informan el derecho fundamental al debido proceso 

judicial se aplican también a todas las actuaciones que desarrollen 

las autoridades públicas en el cumplimiento de sus funciones 

(Sentencia C-029). 

 

Siguiendo esta línea, en el ordenamiento constitucional, legal y administrativo 

el debido proceso es un derecho fundamental de aplicación inmediata que 

trasciende en todos los ámbitos, por lo que las autoridades del Estado lo deben 

respetar y velar por su integral cumplimiento. Cuando se analiza este derecho 

en la esfera del esquema sancionatorio dentro del sistema penitenciario resulta 

necesario analizar si los funcionarios que intervienen cuentan con la formación 

jurídica necesaria para aplicar el procedimiento, conforme con los 
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presupuestos del debido proceso, pues lo que menos se espera es que a los 

reclusos se les imponga una sanción injustificada, producto de un proceso sin 

garantías y, además, carente de un razonamiento técnico. 

 

En aquellos procesos cuya naturaleza es sancionatoria debe tenerse especial 

cuidado al momento de valorar todos los elementos que lo integran, ya que de 

ese ejercicio dependerá si se aplica la sanción o no, de que se limite un 

derecho con justa razón o que se cause un agravio injustificado, motivo por el 

que es de suma importancia que el funcionario que cuente con la facultad para 

adelantar el proceso e imponer la sanción, tenga una buena formación en la 

materia, además de un buen juicio, pues un análisis escueto y poco detallado 

podría dar lugar a decisiones arbitrarias, lo que sin duda constituye una 

flagrante violación a los principios que informan el debido proceso. 

 

En palabras del órgano de cierre en materia constitucional: 

 

La Corte debe precisar con énfasis que la valoración de las faltas 

debe hacerse con suma ponderación y ecuanimidad para que no 

haya lugar a reproches arbitrarios que se pretendan justificar tras la 

invocación de la ley (Corte Constitucional, 1998). 

 

Es deber del Estado, a través de sus instituciones, velar por el cumplimiento 

de las garantías fundamentales dentro de los procesos sancionatorios, en 

especial cuando se trata de aquellos que se surten al interior de los 

establecimientos carcelarios, en donde no existe la debida vigilancia y control 

a los funcionarios que tienen el poder para adelantar el procedimiento y 

sancionar; el legislador, de manera deliberada, entregó a funcionarios 

administrativos un amplio poder para sancionar sin considerar adecuadamente 

las consecuencias que esto genera, en donde los principales afectados son 

las personas privadas de la libertad. 
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3. DESARROLLO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO PARA INTERNOS Y 

APLICACIÓN DEL DEBIDO PROCESO 

 

Se debe establecer, como primera medida, que la existencia de un régimen 

disciplinario para internos debe estar dotado de cierto grado de importancia y 

relevancia desde el punto de vista jurídico, debido a lo que se ha manifestado 

en párrafos precedentes, esto es, la prevalencia de innegables derechos de 

esta población a pesar de estar bajo medidas preventivas o penas impuestas 

por la jurisdicción. Por otro lado, al tratarse de un proceso que tiende a imponer 

sanciones, es conveniente avizorar un análisis sobre el cumplimiento de la 

garantía al debido proceso, y aunado a ello se debe mencionar que en este 

esquema puntual existe una relación especial entre los internos y el Estado, 

elemento no menos importante a la hora de analizar sobre esta actividad 

sancionatoria por parte de los funcionarios, y de la misma normativa con 

relación al proceso disciplinario para internos: 

 

El criterio central de estas reglas consiste en considerar que las 

personas privadas de la libertad en razón de una condena penal 

tienen una especial sujeción respecto del Estado, en dos niveles 

diferenciados. De un lado, la privación de la libertad permite que se 

impongan restricciones a algunos derechos fundamentales y 

limitaciones a otros. De otro, los establecimientos penitenciarios 

tienen la obligación constitucional de garantizar aquellos derechos 

no sujetos a restricción, pues el recluso está en situación de 

especial sujeción antes mencionada (Corte Constitucional, 2011). 

 

Con relación al análisis de la normativa, el artículo 117 de la Ley 65 de 1993 

(Código Penitenciario y Carcelario) se ocupa de regular la legalidad de las 

sanciones, y establece que estas pueden ser impuestas por el Consejo de 

Disciplina o por el director del centro de reclusión, siempre garantizando el 

debido proceso; más adelante, en otro de los incisos del mismo artículo, se 
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establece que contra la decisión que impone la sanción procede el recurso de 

reposición, y en subsidio de apelación, ante el Consejo de Disciplina. 

 

Al realizar un ejercicio hermenéutico de esta disposición normativa es posible 

inferir que la misma cuenta con un vacío o laguna que puede atentar contra el 

derecho al debido proceso de los reclusos, pues limita el recurso de apelación 

al conocimiento del Consejo de Disciplina, cuando este órgano también se 

encarga de imponer sanciones. La norma no establece quién conoce del 

recurso de apelación contra la decisión que impone una sanción cuando la 

misma es impuesta por el mismo Consejo de Disciplina. 

 

El recurso de apelación debe ser resuelto por el superior jerárquico de la 

autoridad que profirió la decisión objeto del recurso. El hecho de que la norma 

no mencione la autoridad competente para resolver la apelación de una 

decisión de una sanción impuesta por el Consejo de Disciplina, desconoce el 

principio de la doble instancia, y por lo tanto vulnera el derecho al debido 

proceso del recluido.  

 

Ante la imposibilidad de ejercer su derecho a la doble instancia, cuando se 

trata de una decisión del Consejo Disciplinario, los reclusos se ven en la 

obligación de buscar alternativas que les permita atacar las falencias de la 

decisión que los sanciona, acudiendo a mecanismos de naturaleza 

excepcional y especial, como lo es la acción de tutela, tal como ocurrió en el 

asunto desarrollado por la Sentencia T-720 de la Corte Constitucional (2017), 

conocido por el alto tribunal en sede de revisión. Así las cosas, este 

mecanismo de carácter excepcional se erige como la única oportunidad 

jurídica para realmente controvertir las decisiones que imponen sanciones 

disciplinarias a los internos en el país, situación que puede resultar poco 

técnica, contribuir a la congestión judicial y preservar la inseguridad jurídica. 
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A manera de análisis comparado, sobre este puntual asunto, Riaño S.; Páez 

C. & Calderón C. (2020) exponen que en España y Ecuador los procesos 

disciplinarios para internos pueden llegar a instancias judiciales al momento 

de interponer los recursos procedentes a las decisiones adoptadas en el 

trámite sancionatorio carcelario, pues en estos ordenamientos se ha previsto 

la existencia de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria en España, o los 

Juzgados de Garantías Penitenciarias en Ecuador, mencionando que “En 

España y Ecuador se lleva a cabo un procedimiento riguroso y al interponer 

un recurso se trasladará al juez competente” (p. 105). 

 

Si bien los reclusos no son llevados ante un tribunal de justicia cuando incurren 

en una conducta constitutiva de falta, ya sea leve o grave, en virtud del 

procedimiento se encuentran sometidos al arbitrio de los funcionarios de una 

institución de naturaleza administrativa que tiene la facultad legal para imponer 

una sanción, por lo que debería garantizarse a las personas recluidas el 

derecho de ser asistidas y/o representadas por una defensa técnica liderada 

por un profesional en derecho de su elección o de oficio, pues el derecho de 

defensa es uno de los presupuestos esenciales del debido proceso. 

 

Este aspecto es otro asunto sustancial que reporta un alto grado de 

importancia, y que se deriva directamente de la garantía al debido proceso, la 

posibilidad de que los internos, sujetos disciplinables, cuenten con una 

representación y defensa técnica en el proceso sancionatorio. 

 

Cabe mencionar que en algunos casos a los internos se les comunica la opción 

de contratar a un abogado que los represente, sin embargo, en la gran mayoría 

de las situaciones los procesos pueden llevarse a cabo sin considerar esta 

alternativa, situación descrita por García C. (2023), en su análisis Derecho 

disciplinario penitenciario en Colombia-garantías constitucionales del derecho 

a la defensa, el autor apunta a que los internos no cuentan con la posibilidad 

real de ser asistidos por un abogado de oficio, y que se deberían aclarar y 
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definir mucho mejor las etapas y procedimientos aplicables en todo el trámite 

disciplinario para los reclusos, mencionando que: 

 

Se aprecia en primera medida, como en el campo internacional, se 

reconoce la posibilidad que las personas privadas de la libertad 

puedan contar con una defensa técnica en los procesos 

disciplinarios. Por el contrario, en las normas que regulan el 

Derecho penitenciario en Colombia, no se encuentra estipulado de 

manera clara y expresa que, la persona privada de la libertad 

cuando se vea inmerso en una investigación disciplinaria en calidad 

de sujeto disciplinable, cuente con la facultad de poder escoger (I) 

si ejerce su defensa material, (II) si desea ser asistido por un 

defensor de confianza o (III) que, le sea nombrado uno de oficio, 

situación que va en contravía del Artículo 29 constitucional. (García 

C., 2023, p. 71).  

 

En este sentido, el autor también plantea soluciones relativas al aspecto 

puntual para garantizar el respeto a este derecho fundamental prevalente, 

proponiendo aportar a los internos objeto de investigación disciplinaria un 

marco mucho más definido a la hora de buscar una asistencia jurídica 

especializada, y que de esta manera se puedan garantizar los derechos de los 

internos: 

 

Si se garantizara a la población carcelaria que contara con la 

posibilidad de elegir si desea ser asistido mediante una defensa 

técnica ya sea de manera oficiosa o de confianza, lo más probable 

es que el derecho al debido proceso sea respetado en su 

integralidad, toda vez que, podría estar representado por un 

profesional del Derecho, o porque no, por un estudiante de 

Consultorio Jurídico, lo que redundaría indudablemente en favor de 

las personas privadas de la libertad (García C., 2023, p. 80). 
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La protección al debido proceso es un conjunto de aspectos que van todos de 

la mano, desde el derecho a la defensa técnica, como la opción de interponer 

recursos a las decisiones y que se determinen criterios sólidos y estándares 

precisos a la hora de valorar las conductas, contemplándose la posibilidad de 

que este tipo de trámites sean conocidos por funcionarios judiciales.  

 

La valoración de las conductas es otro aspecto revestido de relevancia, debido 

a que la norma plantea una amplia discrecionalidad a la hora de sancionar y 

ejercer el proceso disciplinario para los internos, situación que puede inducir a 

que se generen decisiones apartadas de los criterios legales, constitucionales 

y convencionales: 

 

El Legislador les otorgó a las autoridades administrativas 

disciplinarias carcelarias (Consejo de Disciplina o Director del 

centro carcelario; Arts. 117, 118 y 133) un amplio margen de 

discrecionalidad para valorar los hechos y determinar si existió o no 

una falta. Así mismo, en caso de considerar que sí se configuró una 

falta, tienen también un amplio margen para calificarla (en leve o 

grave) y derivado de ello, para determinar la sanción aplicable 

(Corte Consitucional, 2017).  

 

Lo anterior no solo es un tema que puede afectar profundamente a los internos, 

aunque sean ellos a quienes se les puedan ver vulnerados los derechos en el 

curso de un proceso disciplinario carcelario, sino también a los mismos 

funcionarios, debido a que, al no observar normas claras y precisas para 

solucionar un asunto determinado, deberán continuar con el desarrollo de sus 

funciones en el trámite de los procedimientos, obligándose a adoptar medidas 

bajo criterios ampliamente subjetivos; se ha planteado que este aspecto 

discrecional permite y da pie para que el proceso disciplinario en las cárceles 

se vea afectado en su legalidad y respeto al debido proceso. 
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Con relación al tema se indica: 

 

Las personas que aplican las medidas al no tener reglas claras 

pueden extralimitarse en sus funciones o pecar por omisión, es 

cierto que todos los escenarios no pueden enmarcarse dentro de 

las normas y debe existir algún espacio donde el funcionario pueda 

moverse a discrecionalidad para atender una situación inesperada, 

pero se denota, que en algunos casos no se tiene regulación, es 

decir, el funcionario no tiene como responder adecuadamente ante 

esa situación, por consiguiente, el afectado resulta ser la persona 

privada de libertad (Nagi L., 2020, p. 7). 

 

Es claro que en el criterio de la discrecionalidad a la hora de emitir sanciones 

en el proceso disciplinario para internos, al ser sometido a un análisis, se 

desarrolla fuertes críticas desde el punto de vista jurídico; es conveniente 

recordar que el funcionario encargado está decidiendo situaciones que 

afectarán en gran medida a los internos, puesto que una sanción puede 

significar que no se tenga en cuenta la buena conducta por parte del Juez de 

Ejecución de Penas a la hora de invocar subrogados penales o beneficios, o 

que la misma redención de la pena se vea afectada, como también la 

reducción de las visitas, es decir, se trata de eventos que pueden alterar 

considerablemente la libertad y el desarrollo normal de la vida de los reclusos. 

 

Al respecto se indica que: 

 

Es importante destacar como la generalidad de las faltas 

investigadas son calificadas como graves, y que, la sanción 

disciplinaria impuesta corresponde en la mayoría de los casos es la 

más gravosa, que no es otra que la sanción de suspensión del 

derecho a redención de pena (García C., 2023, p. 80). 
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La mencionada Sentencia T-720 (Corte Constitucional, 2017) expone una 

situación en la que se puede ejemplificar el desarrollo real de este tipo de 

procedimiento: sucedió que funcionarios del Establecimiento Penitenciario 

“Las Heliconias” estaban llevando a cabo una requisa a personas que hacen 

parte de la comunidad LGTBIQ+, quienes indicaron su negativa a quitarse las 

prendas de vestir ante la orden del dragoneante, las recluidas en todo caso no 

impidieron el normal desarrollo del procedimiento, sino que requirieron invocar 

un trato diferencial dada su situación puntual, lo que derivó en una discusión 

que posteriormente fue resuelta de manera pacífica hablando directamente 

con los implicados: internas y personal del INPEC. 

 

Consecutivamente, a pesar de haberse sobrellevado el momento, se inició en 

contra de las internas una investigación disciplinaria aduciendo falta de respeto 

a las autoridades del INPEC, determinando el Consejo Disciplinario que “el 

actuar de dichas mujeres no fue acorde con el actuar respetuoso de los 

funcionarios”, siendo impuesta como sanción la pérdida del “derecho de 

redención de pena por 100 días”, e indicaron que contra de la decisión 

procedía el recurso de reposición y que tenían un término de tres días para 

interponerlo por escrito, y debidamente sustentado ante la Oficina de 

Investigaciones Internas (Corte Constitucional, 2017). 

 

Este asunto fue conocido por el Alto Tribunal de cierre en materia 

constitucional por la revisión eventual de tutelas, instancia en la cual la Corte 

Constitucional (2017) expuso el grado de discrecionalidad que tienen los 

directivos en los centros carcelarios catalogándolo como “amplio”, razón por la 

que precisan criterios hacia los encargados de imponer sanciones, debido a 

que, como se viene manifestando, la normativa aplicable no es clara o no 

contempla a precisión la forma en la que se deben analizar las conductas. 

 

Sobre el particular dice la Corte Constitucional (2017): 
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En tal sentido, ante la comisión de una falta disciplinaria, las 

autoridades administrativas encargadas de adelantar el proceso 

disciplinario deberán preferir catalogarla como leve antes que grave 

e imponer la sanción menos severa, siempre argumentado la 

tipificación de la falta y las razones para graduación de la sanción 

(Sentencia T-720). 

 

Así las cosas, el debido proceso en materia sancionatoria debe ser observado 

bajo una óptica rigurosa, sobre lo cual se contempla que el sistema 

disciplinario para internos reporta ciertas falencias a la hora de garantizar el 

debido proceso en sus investigaciones y posterior imposición de sanciones, y 

con relación a este desarrollo son varias las críticas y concepciones que se 

exteriorizan debido a que es ostensible la falta de claridad jurídica a la hora de 

llevar a cabo el proceso disciplinario.  

 

Frente a lo anterior, en ciertos asuntos no necesariamente las falencias son 

atribuibles a los funcionarios administrativos, sino a la precaria normativa 

interna que puede generar imprecisiones y procedimientos donde se vulnere 

el debido proceso, dada la poca extensión normativa y la falta de claridad: 

 

Con relación a los procesos disciplinarios que en forma 

administrativa adelanta la Dirección del Instituto Penitenciario y 

Carcelario INPEC o los Consejos de disciplina, se debe decir que 

los mismos son violatorios del debido proceso y del derecho a la 

defensa, dado que en última instancia ello depende hasta del mismo 

capricho de los funcionarios encargados de la vigilancia de las 

personas privadas de la libertad, ya que en ocasiones se procede 

atendiendo las cámaras de vigilancia situadas en algunos de los 

patios de las prisiones, ante lo cual, no se permite la práctica de 

pruebas ni el derecho que tienen las personas privadas de la 

libertad de acudir al mecanismo de la defensa, puesto que lo único 
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que arguyen los funcionarios es que la cámara no se equivoca, con 

lo cual se procede a la aplicación de “la prisión dentro de la prisión 

(Rivera A., 2009, p. 23). 

 

Como se mencionaba, el proceso disciplinario penitenciario en general es 

acreedor de fuertes críticas con relación a la garantía del debido proceso, 

incluso se ha preceptuado la necesidad de reestructurar el sistema, 

indicándose sobre el particular que: “surge la necesidad de reformar el Código 

Penitenciario y Carcelario, con el fin de ofrecer una mayor garantía de los 

derechos y la verdadera resocialización de los internos” (Forero M. & Pinto S., 

2014, p. 6). 

 

Aunque el presente estudio no estriba sobre un análisis de las competencias 

normativas de cara a los preceptos constitucionales, se tiene que la misma 

norma determina que será el INPEC, entidad de carácter administrativa, la que 

lleve a cabo regulaciones y reglamentaciones puntuales, aspecto que también 

riñe con un correcto empleo de la técnica normativa, sin embargo, se trata de 

otro tipo de aspecto no precisamente desarrollado en el presente documento, 

no obstante, con relación a esta idea, se ha mencionado que “quizás podría 

verse con mayor rigidez y credibilidad si se expidiera una ley o un decreto ley, 

cuya finalidad es que le dé aplicabilidad a la ley o que desarrolle 

específicamente el tema del régimen disciplinario en el sistema penitenciario y 

carcelario” (Cardona R. & Pardo S., 2020, p. 20). 

 

Las herramientas que integran el régimen disciplinario no deben ser 

empleadas como un instrumento para reprimir a los reclusos, ni un pretexto 

para vulnerar de manera injustificada y arbitraria sus derechos fundamentales, 

pues no debe perderse de vista el objetivo esencial del sistema penitenciario 

con respecto a los reclusos, que es la resocialización de los infractores y su 

reincorporación dentro del tejido social.  

 



  

 

  

25 
 

Los funcionarios que integran el sistema penitenciario y que gozan de 

facultades para sancionar deben entender que: 

 

La finalidad principal del régimen disciplinario es el control y 

mantenimiento del orden dentro de un establecimiento 

penitenciario; sin embargo, no por ello debe renunciar a los 

objetivos reformadores exigibles en un Estado social y Democrático 

(Cámara A., 2019, p. 596). 

 

CONCLUSIONES 

 

Sobre el análisis expuesto se puede extraer que sobre el Régimen Disciplinario 

para Internos se presenta una precaria extensión normativa a pesar de que se 

trata de un escenario de corte sancionador que debería ostentar un aparato 

normativo mucho más robusto, el cual verdaderamente centre sus esfuerzos 

en propender por la garantía del orden y de la resocialización, como también 

que busque en todo caso la prevalencia del debido proceso, requiriendo que 

exista una mejor definición de los procedimientos y las competencias, además 

de los criterios que se deben tener en cuenta a la hora de sancionar las 

conductas de los internos en los centros carcelarios. 

 

Los procedimientos que se surtan al interior de los recintos penitenciarios, en 

todo caso, deberán ser dirigidos en función de la garantía del derecho 

fundamental al debido proceso, puesto que así lo dispone la Constitución de 

1991 al mencionar que todo tipo de actuación pública se deberá llevar a cabo 

en cumplimiento de un debido proceso, que no será irrisorio o minúsculo, y 

que este se debe fundar sobre criterios sólidos que garanticen todos los 

elementos del derecho fundamental en mención, como lo es el poder 

controvertir pruebas, defensa técnica, doble instancia, valoración racional de 

las conductas, entre otros. 
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El procedimiento sancionatorio de los reclusos requiere ser sometido a 

vigilancia y control por parte de autoridades de naturaleza judicial, en donde 

intervengan funcionarios que cuenten con conocimientos jurídicos y técnicos, 

que garanticen que dentro de estos procedimientos se cumplan a cabalidad 

las reglas y presupuestos que integran el derecho fundamental al debido 

proceso. No se trata de que un juez sea quien lidere el proceso sancionatorio 

dentro de los establecimientos penitenciarios, pues la estructura jurisdiccional 

actual no lo hace factible, sino que se cree una herramienta que permita a los 

reclusos solicitar, ante una autoridad judicial, la revisión de las decisiones que 

les impone una sanción para que sea esta quien determine si se cumplió a 

cabalidad con el procedimiento, y si se respetaron todos los derechos del 

sancionado. 

 

Con relación a la población recluida, se evidencia que existe un abandono por 

parte del Estado, el cual se puede dirigir sobre dos escenarios: uno material y 

otro normativo; sobre el aspecto material se tienen las recurrentes y ya 

conocidas situaciones de vulneración a los derechos humanos, expuestas con 

la declaración del estado de cosas inconstitucional que contempla un 

hacinamiento, precarias condiciones de salud y escenarios de violación 

sistemática de los derechos de los presos, y por otro lado se tiene el escenario 

de lo normativo que revela la falta de interés a la hora de legislar o reglamentar 

las condiciones, procedimiento y normas aplicables a los internos, como lo es 

el caso del régimen disciplinario, el cual, como se mencionó con anterioridad, 

no desarrolla a cabalidad los discernimientos necesarios para un correcto 

empleo de este sistema sancionador interno. 
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